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Bogotá D.C., 06 de mayo de 2022

Doctor 
RODRIGO ARTURO ROJAS LARA
Presidente 
Honorable Comisión Sexta Constitucional Permanente
Cámara de Representantes 
Ciudad

Asunto: informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No 287 de 2020 
Senado – 415 de 2021 Cámara, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RECONOCE EL 
PAISAJE CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO COMO PATRIMONIO CULTURAL 
DE LA NACIÓN”.

Respetado Señor Presidente;

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5 de 1992 y 
en atención a la designación que me fue encomendada, presento ante la Honorable 
Comisión Sexta de la Cámara de Representantes, para su discusión, informe de 
ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley No 287 de 2020 Senado
– 415 de 2021 Cámara, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RECONOCE EL PAISAJE 
CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO COMO PATRIMONIO CULTURAL DE LA 
NACIÓN”.

Atentamente,

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS
Representante a la Cámara
Ponente
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. ANTECEDENTES.

El presente proyecto de Ley fue presentado el 21 de septiembre de 2020 ante la 
Secretaría General del Honorable Senado de la República por la Senadora María del 
Rosario Guerra de la Espriella y fue publicado en la Gaceta 1093 de 2020. 

Posteriormente, el expediente fue repartido a la Comisión Sexta Constitucional 
Permanente del Senado para cursar primer debate.

Fue designada como ponente para su trámite en Senado, la Senadora Ruby Helena 
Chagüi Spath.

El 11 de mayo de 2021 fue aprobado por unanimidad en la Comisión VI del Senado de 
la República.

El día 02 de diciembre de 2021 fue aprobado en segundo debate por la Plenaria del 
Senado. Dicho texto fue publicado en la gaceta No 1824 de 2021.

El día 25 de abril de 2022 fue designado ponente el Representante a la Cámara Milton 
Hugo Angulo Viveros para surtir su primer debate en la Comisión Sexta.

2. OBJETO.

La presente iniciativa busca declarar por virtud de la Ley, el Paisaje Cultural Cafetero 
Colombiano como Patrimonio Cultural de la Nación para darle un reforzamiento en el 
ordenamiento jurídico interno de la declaratoria hecha por la UNESCO el 25 de junio de 
2011, mediante decisión 35 CON 8B 43 y con el fin de realzar la importancia de la 
caficultura y su impacto en nuestra cultura, economía, turismo y desarrollo social. Esta 
iniciativa hace justicia con la caficultura colombiana.

Además, se pretende velar por el cumplimiento de cada uno de los criterios definidos 
por la Unesco y realizar el seguimiento de ellos, actuando en concordancia con la 
protección del reconocimiento. También se faculta a las entidades territoriales para que 
apropien los recursos necesarios con miras al cumplimiento de lo dispuesto en el 
proyecto de una forma mancomunada.

3. CONTENIDO DEL PROYECTO.

La presente iniciativa consta de 6 artículos, incluida su vigencia.

El artículo 1 establece en su objeto, el reconocer el paisaje cultural cafetero de 
Colombia como patrimonio cultural de la nación.
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El artículo 2 declara el paisaje cultural cafetero de Colombia como patrimonio cultural 
de la nación.

El artículo 3 delimita los territorios que representan el paisaje cultural cafetero de 
Colombia.

El artículo 4 establece que los municipios que pertenecen al paisaje cultural cafetero de 
Colombia, tienen la responsabilidad de velar por el cumplimiento de cada uno de los 
criterios definidos por la Unesco cuando fueron reconocidos como patrimonio inmaterial 
de la humanidad.

El artículo 5 insta a la nación, los departamentos y los municipios, a unir esfuerzos para
garantizar la financiación de programas y proyectos que fortalezcan la preservación, 
promoción, desarrollo, sostenibilidad social, económica y medio ambiental del paisaje 
cultural cafetero de Colombia.

El artículo 6 establece la vigencia.

4. JUSTIFICACIÓN.

La historia económica de Colombia tiene un punto de inflexión con el auge de la
economía cafetera. La economía cafetera tiene dos momentos claves en la historia
social y económica del país. La primera, comprendida entre 1850 y 1910, que se 
caracterizó por la transición hacia una economía más monetizada, el incremento del 
valor de la tierra y el desarrollo de infraestructura; que permitió la integración del 
territorio con los mercados de pequeña y mediana escala. Durante esta época se 
registraron cambios sociales importantes, como la concentración de pequeños cultivos 
de café en la periferia colombiana y la movilidad socialde los pequeños campesinos que 
encontraron en el cultivo de café una fuente importante de ingresos.

La segunda etapa de la economía cafetera se desarrolló entre 1910 y 1950, durante 
este periodo se dio un desplazamiento de la unidad productiva de café, al pasar de
concentrarse en las grandes haciendas productoras a la integración al mercado del 
pequeño y mediano caficultor de forma individual. Durante este periodo, la zona
conocida como el Eje Cafetero, se posicionó como una de las más importantes en la
producción de café.

En este período se presentó una expansión de los cultivos y un aumento de las
exportaciones del grano, lo que trajo a la economía colombiana beneficios importantes 
de ingresos de divisas y aumento del poder adquisitivo de los caficultores. Factores
claves para la inversión extranjera, el crecimiento económico y el desarrollo de nuevos 
mercados de bienes y servicios al interior del país.

Prueba de la importancia del café en el desarrollo de la economía colombiana, ha sido 
su peso en las exportaciones totales. Como se puede observar en la gráfica 1, entre 
1970 y 1986 el café representaba más del 45% del total de exportaciones reportadas 
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en el país. Si bien la participación del café dentro de las exportaciones ha venido 
decreciendo en el tiempo, producto de la volatilidad en los precios y el fortalecimiento 
del sector minero- energético, el café sigue siendo uno de los sectores más importantes 
dentro del sector agrícola, y muro de contención social tanto por el número de
productores como de empleose ingresos.

Igualmente, importante ha sido su contribución en el PIB agrícola, que ha significado 
más del 10% en los últimos 8 años. Además, como se observa en la gráfica 2, en 2019 
su participación creció y alcanzó el 11,4% del PIB del sector agrícola.

Por su parte, al cierre del 2021 las exportaciones de café de Colombia cayeron 1% y se 
ubicaron en 12,4 millones de sacos de 60 kilos de café verde, versus los 12,5 millones 
de sacos exportados en 2020.1

1 https://federaciondecafeteros.org/wp/listado-noticias/produccion-de-cafe-de-colombia-cierra-2021-en-126-
millones-de-sacos/
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Al focalizar el análisis a nivel departamental, se encuentran valiosos efectos en el
desarrollo social y económico de los departamentos cafeteros respecto a los no 
productores. Según Cárdenas y Yanovich (1994)2, los departamentos cafeteros tuvieron
un desarrollo diferenteal resto del territorio nacional. Ejemplo de ello es que entre 1960
y 1992, periodo fundamental en el auge cafetero, los departamentos productores de 
café crecieron a tasasmás altas que el resto del país, lo que se tradujo en aumento en 
la cobertura en educación primaria y mejorando las tasas de alfabetismo de la
población.

En cuanto al desarrollo de la infraestructura, los autores encuentran que los 
departamentos cafeteros presentaron un mejor desempeño en el funcionamiento del 
servicio de acueducto y alcantarillado, con positivas repercusiones en la calidad de vida
de los habitantes de la región cafetera.

2 Café y desarrollo económico: análisis departamental. Publicado en Fedesarrollo, 1994
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Ranking de los departamentos productores de café en Colombia (2020 – 2021),
Porcentaje de participación en la producción nacional

DEPARTAMENTO AÑO 2020
1 HUILA 18,37
2 ANTIOQUIA 15,81
3 TOLIMA 13,29
4 CAUCA 10,46
5 CALDAS 7,78
6 RISARALDA 5,44
7 VALLE DEL CAUCA 5,33
8 SANTANDER 5,21
9 NARIÑO 4,32

10 CUNDINAMARCA 3,05
11 CESAR/GUAJIRA/BOLÍVAR 2,77
12 NORTE DE SANTANDER 2,43
13 QUINDIO 2,29
14 MAGDALENA 1,61
15 OFICINAS COORDINADORAS 1,00
16 BOYACÁ 0,95

Fuente: Federación Nacional de Cafeteros – FNC.

DEPARTAMENTO AÑO 2021
1 HUILA 18,06
2 ANTIOQUIA 15,09
3 TOLIMA 13,20
4 CAUCA 10,94
5 CALDAS 7,29
6 VALLE DEL CAUCA 5,60
7 SANTANDER 5,51
8 RISARALDA 5,06
9 NARIÑO 4,50

10 CUNDINAMARCA 3,23
11 CESAR/GUAJIRA/BOLÍVAR 2,95
12 NORTE DE SANTANDER 2,64
13 QUINDIO 2,13
14 MAGDALENA 1,76
15 BOYACÁ 1,00
16 OFICINAS COORDINADORAS 0,94

Fuente: Federación Nacional de Cafeteros – FNC.
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Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural – indicadores de producción y de mercado (Municipios, Fincas, 
Caficultores y Área Dptal) – 31 de marzo de 2021.
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En Colombia, de acuerdo al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y a la 
Federación Nacional de Cafeteros, la cadena de café incluye a 23 departamentos de 
los 32 con presencia en producción cafetera, con un total de 604 municipios, cerca de 
550 mil caficultores, aproximadamente 655 mil fincas cafeteras, y cerca de 850 mil 
hectáreas de área sembrada.

5. EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO – PCCC.

La cultura y economía alrededor de las plantaciones de café en Colombia 
históricamente han fortalecido y dado a conocer el nombre de nuestro país en muchas
latitudes del mundo, motivo de orgullo de nuestros ancestros cafeteros, quienes con 
todo su conocimiento han llevado durante varias generaciones la sostenibilidad
económica de esas regiones.

La economía cafetera tiene relevancia internacional y la cultura alrededor del café, es
fuente dinamizadora del consumo interno, y alienta otras actividades de la cadena como
el transporte, almacenamiento, elementos agrícolas, herramientas, despulpadoras,
alimentación, entre otros.
Hoy vemos con gran preocupación como los productores cafeteros se han envejecido, y
claman para que una nueva generación siga sus pasos y retornen al campo, bajo
estrategias de emprendedores rurales, la producción de cafés especiales con
denominación de origen, proyectos de agroturismo y manifestaciones culturales 
alrededor del proceso productivo del café. Es motivo de orgullo continuar ese
compromiso adquirido culturalmente por ellos para continuar buscando una mayor
reactivación económica del campo colombiano, mejorando sus niveles de ingresos y
coberturas en necesidades básicas insatisfechas.

El café ha sido para Colombia el símbolo de nuestra nación ante el mundo, como
reconocimiento por su suavidad y calidad, siendo así uno de nuestros productos de
exportación más relevantes y de mayor impacto en el consumo gracias a las 
variedades cultivadas, nuestras condiciones geográficas, los procesos de producción y 
recolección manual que impactan a muchas familias colombianas, son hoy el principal 
motor de este sector agropecuario.

Colombia es el cuarto productor de café en el mundo y el principal productor de café
arábico, considerado el café más suave del mundo. Según cifras de la Federación
Nacional de Cafeteros, para el año 2019 la producción de café fue de 14,8 millones de 
sacos, lo que representó un incremento de 8,8% respecto a la producción del 2018 y un 
crecimiento de 18,1% respecto a la producción de 2014 (ver gráfica 3). En cuanto a las 
exportaciones, se encuentra que estas crecieron un 6,3%, explicado principalmente por 
un aumento en la demanda de Alemania y Estados Unidos.
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Colombia registró una producción en 2021 de 12,6 millones de sacos de 60 kilos de 
café verde, 9% menos frente a la cosecha de 2020 de 13,9 millones de sacos. Este 
resultado se explica por el impacto negativo que tuvieron los bloqueos en el segundo 
trimestre del año y por el efecto del clima en algunas regiones cafeteras que pudo 
mermar la producción3.

El PCCC reúne áreas específicas de 51 municipios y 858 veredas cafeteras en su zona 
principal, y en el área de amortiguamiento de los departamentos de Caldas, Quindío, 
Risaralda y Valle del Cauca, dichas áreas se encuentran ubicadas en las 
ramificaciones Central y Occidental de la Cordillera de los Andes. Estos cuatro 
departamentos están ligados en su cultura y economía al sector cafetero. A
continuación, se realiza una descripción de la importancia del café en el desarrollo
económico de los cuatro departamentos.4

✓ Caldas.

Según cifras del DANE, para 2018 el 10,6% del valor agregado departamental estaba
explicado por actividades agropecuarias. En cuanto a la producción de café, el
departamento de Caldas tiene 78.537 hectáreas sembradas de café y producen
anualmente 1.000.000 de sacos de 60 kilos. Se estima que la caficultura genera 
alrededor de 36.000 empleos directos. El 48% del área rural está ubicada dentro de los 
límites del PCCC, en los 18 municipios que hacen del mismo. Caldas representa el
35% del PCCC.

3 https://federaciondecafeteros.org/wp/listado-noticias/produccion-de-cafe-de-colombia-cierra-2021-en-126-
millones-de-sacos/
4 http://paisajeculturalcafetero.org.co/
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✓ Risaralda.

Si bien el sector agrícola solo representa el 6,4% del valor agregado del departamento,
resulta fundamental reconocer como el sector cafetero se posiciona como una fuente
importante de ingresos. Con una producción promedio anual de 560.000 sacos de 60 kg
de café, el departamento es el séptimo productor de café a nivel nacional. Cerca de 
20.000 personas dependen de la actividad cafetera, lo que corresponde al 9% de la
población rural.

El turismo es una de las actividades más importantes y de creciente actividad en el 
departamento, entre otras cosas jalonada por la riqueza del paisaje cafetero. 7% 
aumentó, en 2019, el número de turistas extranjeros.

✓ Quindío.

Según reporte del DANE para 2018, una de las actividades económicas más
importantes del departamento del Quindío es la Agricultura, que aporta el 15,9% del 
valor agregado del departamento. Y el café representa cerca del 34% del PIB agrícola 
departamental. A nivel nacional la caficultura del Quindío representa el 6%.

Se estima que cerca de 5.655 familias se dedican al sector cafetero en el departamento,
loque representa el 7% del total de la población rural. La totalidad de los municipios del
departamento se dedican a cultivar café; alrededor de 31.074 hectáreas de cultivos de
café,convirtiendo al departamento del Quindío en el doceavo departamento productor.

✓ Valle del Cauca.

En cuanto a la contribución del sector agrícola en la economía del departamento del 
Valle de Cauca, se encuentra que este representa el 6% del valor agregado del
departamento.

Ahora bien, aunque el sector agrícola no representa un papel tan protagónico en la
economía vallecaucana, existe una importante producción de café concentrada en 12 
de los 39 municipios del departamento. Lo anterior, teniendo en cuenta que la
producción delValle de Cauca representa el 11% del total de la producción cafetera del
país correspondiente a 1.200.000 sacos de 60 kg. Esta actividad representa el 22% del 
PIB agrícola del departamento.

Otros departamentos con municipios en donde predomina la producción de café 
y que conservan sus costumbres y su cultura en sus territorios.

Adicionalmente existen 3 departamentos en Colombia que al igual que los 
anteriormente enunciados han constituido un ejemplo sobresaliente de adaptación 
humana a condiciones geográficas difíciles sobre las que se ha desarrollado una 
caficultura de ladera y montaña, y en donde se conjugan elementos naturales, 
económicos y culturales con un alto grado de homogeneidad, siendo un caso 
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excepcional en el mundo. Estos departamentos combinan esfuerzo humano, familiar y 
generacional de los caficultores con el acompañamiento permanente de su 
institucionalidad.

Han desarrollado una caficultura basada en la pequeña propiedad, que ha demostrado 
su sostenibilidad en términos económicos, sociales y ambientales, y que ha posicionado 
su producto como uno de los mejores cafés del mundo, en el que se destacan las 
técnicas constructivas tanto de los asentamientos urbanos como de las viviendas 
cafeteras rurales, como también el vínculo de la población con el cultivo por medio de 
fiestas, carnavales y celebraciones de la identidad paisa heredada de la colonización 
antioqueña, como rasgo único en el mundo creado por los habitantes de esta región.
Estos departamentos son; Antioquia, Huila y Tolima, los cuales han ocupado los tres 
primeros puestos en el ranking de participación en la producción cafetera con respecto 
a la producción nacional durante los años 2020 y 2021.

✓ Antioquia.

De sus 125 municipios, 94 de ellos son municipios cafeteros, lo que representa un
75.2% de presencia cafetera en el departamento, con áreas sembradas de
aproximadamente 117.532 hectáreas5.

En Antioquia es donde más familias viven de cultivar café en Colombia. Son 80.238 
productores, de los 550 mil que tiene el país, que todos los días se levantan con sus 
hijos, esposas y trabajadores a recorrer las cerca de 104 mil fincas que se extienden en 
2.685 veredas del departamento6.

La producción cafetera en Antioquia representa el 15% de la producción nacional.

✓ Huila.

De sus 37 municipios, 35 de ellos son municipios cafeteros, lo que representa un 94%
de presencia cafetera en el departamento, con áreas sembradas de aproximadamente 
144.312 hectáreas.7

El café del Huila se cultiva en el sur de la Región Andina por comunidades campesinas,
es café arábico de las variedades Castillo, Colombia, Caturra, Típica, Borbón y Tabí.
Cuenta con “Denominación de Origen” y se caracteriza por tener una impresión global 
balanceada, con notas dulces, acidez y cuerpo medio/alto, fragancia y aroma 
intenso, con sensaciones frutales y acarameladas. Sus exportaciones representan el 

5 Documento Cadena Café, Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales – 31 de marzo 2021. Ministerio de
Agricultura, Federación Nacional de Cafeteros.
6 https://antioquia.federaciondecafeteros.org/cafe-de-antioquia/ - Comité de Cafeteros de Antioquia.
7 Documento Cadena Café, Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales – 31 de marzo 2021. Ministerio de
Agricultura, Federación Nacional de Cafeteros.
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53% de su departamento, y el 74% de la población rural del Huila se dedica a la 
caficultura.8

Son cerca de 84.709 productores de café en este departamento, en sus más de 100 mil 
fincas cafeteras. La producción cafetera en Huila en 2020 representó el 18,37% de la 
producción nacional.9

Los cafés especiales opitas fueron exportados a países como Estados Unidos, Japón, 
Canadá y Corea del Sur, según el Mapa Regional de Oportunidades (MARO) se 
exportaron de enero a mayo del 2021, 65.370 toneladas, superando substancialmente 
las del año anterior.10

✓ Tolima.

De sus 47 municipios, 38 de ellos son municipios cafeteros, lo que representa un 80%
de presencia cafetera en el departamento. El café se cultiva en pequeñas parcelas por 
comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes.11

Este departamento se posiciona como el tercer productor de café a nivel nacional, 
integrando a más de 61 mil familias caficultoras, con un 99% de la caficultura
tecnificada, 73% de los cafetales jóvenes y un área en café de 107.279 hectáreas,
83,98% de ellas sembrada en variedades resistentes12.

Para 2020 el Tolima representó el 13,29% de la producción de café en Colombia,
77.595 empleos directos son generados por la caficultura y 168.461 empleos indirectos 
son generados por la caficultura.13

6. PAISAJE CULTURAL CAFETERO COMO PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD.

El 25 de junio del año 2011, mediante decisión 35 CON 8B 43, la UNESCO reconoce al
Paisaje Cultural Cafetero de Colombia patrimonio inmaterial de la humanidad. Dicho
reconocimiento es motivo de orgullo al inscribir al Paisaje Cultural Cafetero de Colombia
en la lista de patrimonio mundial de la UNESCO. Para dicho logro, el organismo 
internacional aplicó los criterios V y VI para sustentar su declaración:

“Criterio (V): Ser un ejemplo sobresaliente de un asentamiento de población,
representativo de una cultura: El Paisaje Cultural Cafetero de Colombia es un ejemplo

8 https://huila.federaciondecafeteros.org/cafe-de-cauca/ - Comité de Cafeteros del Huila.
9 Documento Cadena Café, Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales – 31 de marzo 2021. Ministerio de
Agricultura, Federación Nacional de Cafeteros.
10 https://www.huila.gov.co/publicaciones/10606/caficultura-huilense-sigue-
creciendo/#:~:text=Durante%20el%202020%20el%20Huila,productor%20del%20grano%20en%20Colombia.
11 https://tolima.federaciondecafeteros.org/cafe-de-tolima/
12 https://tolima.federaciondecafeteros.org/ - Comité de Cafeteros del Tolima.
13 https://www.yoamoelcafedecolombia.com/2021/03/03/ranking-de-los-departamentos-productores-de-cafe-en-
colombia/
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destacado de un paisaje cultural centenario, sustentable y productivo, en el cual, el
esfuerzo colectivo de varias generaciones de familias campesinas forjó excepcionales
instituciones sociales, culturales y productivas, generando, al mismo tiempo, prácticas 
innovadoras en el manejo de los recursos naturales bajo un paisaje de condiciones
extraordinariamente difíciles. La finca cafetera típica en el PCC se encuentra ubicada
en un arduo paisaje de empinadas montañas en donde se articulan la forma y diseño
del paisaje cafetero, su tipología arquitectónica y el estilo de vida de sus comunidades. 
Ellos lograron crear una identidad cultural sin paraleloen donde el aspecto institucional 
relacionado con el PCC no tiene igual en ningún otro sitio cafetero en el mundo.”14

“Criterio (VI): Estar directa y tangiblemente asociado a eventos, tradiciones vivas, con 
ideas o convicciones, de importancia universal: La centenaria tradición cafetera es el 
símbolo más representativo de la cultura nacional en Colombia, por la cual el país ha
obtenido reconocimiento en el ámbito mundial. La cultura cafetera ha llevado a ricas
manifestaciones tangibles e intangibles en el territorio, con un legadoúnico, que incluye 
entre otros aspectos, la música, la gastronomía, la arquitectura yla cultura, legados que
han pasado de generación en generación. La tipología arquitectónica única de las 
fincas cafeteras y la mayor parte de los edificios en las áreas urbanas evolucionó a 
través del uso de los materiales locales disponibles, en particular la especie nativa 
única conocida como la guadua angustifolia. El PCC representa una armoniosa 
integración del proceso productivo, de la organización social y de la tipología de la 
vivienda, únicos en el mundo y necesarios para el desarrollo de la cultura del café en
un área rural tan difícil.”15

El reconocimiento realizado por la UNESCO tiene incidencia directa en un área
cultivada de 101.083 hectáreas en 2019 en los municipios reconocidos por el paisaje 
cultural cafetero colombiano.16 Esta área cobija a los departamentos de Caldas,
Quindío, Risaralda y Valle delCauca, quienes en su territorio tienen los municipios que 
cumplen a cabalidad con las 16 características enmarcadas en las exigencias de la
UNESCO.

El Paisaje Cultural Cafetero Colombiano está conformado por 49 municipios localizados 
enlos departamentos de Caldas (18 municipios), Quindío (11 municipios), Risaralda (10
municipios) y Valle del Cauca (10 municipios). Este territorio conocido a nivel nacional e
internacional como el Eje Cafetero, ha forjado una cultura y tradición enfocada en el
café como fuente de ingresos y desarrollo social, además de la actividad agrícola que
se desarrolla en estos departamentos, la cultura y economía cafetera ha logrado tener
externalidades positivas a través del turismo cafetero; la cual se constituye en una 
nueva fuente de ingresos a partir del desarrollo de la cultura del café en dicho territorio.

Las características más representativas del cultivo y su cultura, incrustado en nuestras
montañas, van de la mano de la denominada colonización antioqueña, en donde la

14 Criterio V. Textos básicos de la Convención del Patrimonio Mundial de 1972, UNESCO, edición 2006.
15 Criterio VI. Textos básicos de la Convención del Patrimonio Mundial de 1972, UNESCO, edición 2006
16 http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/
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arquitectura, el trazado de sus cultivos, las pequeñas extensiones, el estilo de vida de 
sus habitantes, sumado a su gastronomía y otros atributos lo hacen excepcional y un 
paisaje vivo que deben consolidarse de la mano de la protección del ecosistema, el
cultivo del caféy el trabajo y forma de vida de sus habitantes.

Actualmente el Paisaje Cultural Cafetero Colombiano tiene un área principal delimitada
de 141.120 hectáreas, de las cuales sólo 1.074 son urbanas y el resto es área rural. El 
área de amortiguamiento alcanza las 207.000 hectáreas y sólo 2.458 son urbanas. El
Paisaje Cultural Cafetero tiene cerca de 24.000 fincas donde producen café alrededor 
de 80.000 personas. Y llega a 49 municipios y 858 veredas (área principal y de
amortiguamiento) constituyen laszonas reconocidas por la UNESCO.17

La cultura cafetera aunada a la importancia económica del sector en la transformación 
del país ha venido desarrollándose por más de un siglo en el territorio mejorando sus
procesosde siembra, construcción de viviendas rurales con su reconocida arquitectura, 
el tipo de transporte inicialmente realizado a lomo de mula y caballos, pasando a 
vehículos como jeeps y los denominados buses escaleras. El mejoramiento de las vías 
en sus municipios, corregimientos y veredas. La transformación de la producción y
comercialización del producto hoy con reconocidas marcas de origen que le dan la 
vuelta al mundo. Estas y muchas otras características han consolidado una cultura
regional que generan un sinnúmero de actividades culturales, gastronómicas,
administración de los cultivos, conservándose con el paso de generación en
generación.

El patrimonio cultural de la nación, articulado con el reconocimiento de los bienes
muebles, inmateriales, paisajes culturales, entre otros y todo aquello que reconozca
nuestra nacionalidad, deben ser liderado y acompañado por una política de Estado, 
apoyado en la legislación como la Ley 397 de 1997 y los artículos concordantes a la
cultura en la Constitución Política.

Es así como la denominada Ley de la Cultura, “define un régimen especial de 
salvaguardia, protección, sostenibilidad, divulgación y estímulo para los bienes del
patrimonio cultural dela Nación que sean declarados como bienes de interés cultural en
el caso de bienes materiales y para las manifestaciones incluidas en la Lista
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, conforme a los criterios de valoración 
y los requisitos que reglamente para todo el territorio nacional el Ministerio de
Cultura.”18

Una vez obtenida la inscripción del PCCC de patrimonio de la humanidad por parte de 
la UNESCO, nuestro país debe emprender y liderar las actividades pertinentes para su
conservación, ajustándonos a los compromisos adquiridos y sobre todo fortaleciendo el

17 Ibidem

18 https://www.mincultura.gov.co/areas/patrimonio/patrimonio-cultural-en-Colombia/Paginas/Lista-
Representativa-del-Patrimonio- Cultural-Inmaterial.aspx
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trabajo liderado por años desde diferentes sectores como los son la academia,
empresarios,gremio, cultivadores, campesinos, entre otros.

El reconocimiento mundial de la UNESCO a nuestro paisaje cultural cafetero 
colombiano, debe de igual forma tener una aplicabilidad en nuestra legislación y ser 
reconocido como patrimonio nacional.

Según el artículo 5º de la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial,
Cultural y Natural (UNESCO); para asegurar la protección cada Estado parte deberá:“a) 
adoptar una política general encaminada a atribuir al patrimonio cultural y natural una 
función en la vida colectiva y a integrar la protección de ese patrimonio en los 
programas de planificación general; b) instituir en su territorio, si no existen, uno o 
varios servicios de protección, conservación y revalorización del patrimonio cultural y 
natural, dotados de personal adecuado y de los medios para llevar a cabo las tareas 
que le incumban. c) desarrollar los estudios y la investigación científica y técnica y 
perfeccionar los métodos de intervención para hacer frente a los peligros que 
amenacen el patrimonio cultural y natural; d) adoptar las medidas jurídicas, científicas,
técnicas, administrativas y financieras adecuadas, para identificar, proteger, conservar,
revalorizar y rehabilitar ese patrimonio; y e) Facilitar la creacióno el desarrollo de centros 
nacionales o regionales de formación en materia de protección, conservación y
revalorización del patrimonio cultural y natural y estimular la investigación científica en
este campo”19.

Motivo por el cual, se presenta esta iniciativa que realza la importancia de la caficultura 
y su impacto en nuestra cultura, economía, turismo y desarrollo social. Esta iniciativa 
hace justicia con la caficultura colombiana.

7. MARCO LEGAL.

La Constitución política de Colombia establece que el acceso, fomento y preservación
de lacultura es uno de los fines esenciales del estado, de acuerdo con los artículos 70, 
71 y 72, que además da protección al patrimonio cultural.

La Ley General de Cultura, Ley 1185 de 2008, define un régimen especial de 
salvaguardia, protección, sostenibilidad, divulgación y estímulo para los bienes del
patrimonio cultural de la Nación que sean declarados bienes de interés cultural en el 
caso de bienes materiales y para las manifestaciones incluidas en la Lista
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, conforme a los criterios de valoración
y los requisitos que reglamente el Ministerio de Cultura.

Se debe tener en cuenta además que mediante la Ley 1913 de 2018 ¨Por medio de la 
cual se crea la comisión intersectorial como instancia que coordine y promueva 
programas y actividades que se desarrollen en las zonas del paisaje cultural cafetero 
colombiano (PCCC)y se fortalezcan las estrategias y criterios que la UNESCO definió 

19 Textos básicos de la Convención del Patrimonio Mundial de 1972, UNESCO, edición 2006
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para inscribirlo en la lista de patrimonio mundial ¨se buscar preservar los criterios que
permitieron la declaratoria de dicho patrimonio de la humanidad mediante la
coordinación interinstitucional y la definición de políticas sobre acciones en el territorio
objeto de dicha declaración.

Además, el Conpes 3803 de 2014 que fija la “Política para la preservación del paisaje
cultural cafetero de Colombia” define las estrategias para mejorar las condiciones de 
preservacióndel paisaje, con la participación de las entidades públicas que intervienen 
en el manejo delPaisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC.

Mediante la Resolución 2079 de 2011, el Ministerio de Cultura estructuró la política
nacional frente al Paisaje Cultural Cafetero.

Finalmente, es necesario que la nación reconozca el ecosistema cafetero, riqueza 
natural, como patrimonio, así como la cultura de sus gentes, su arquitectura, 
gastronomía y demás identidades que hacen de la zona cafetera un verdadero activo
para las presentes y futurasgeneraciones, digno de ser valorado.

8. IMPACTO FISCAL.

De conformidad con lo establecido artículo 7° de la Ley 819 de 2003, los gastos que 
genere la presente iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan 
Operativo Anual de Inversión a que haya lugar.

Teniendo en cuenta lo anterior, y dada la obligación del Estado de velar por el interés 
general, así como de promover la autonomía de las entidades territoriales, es relevante 
mencionar que, una vez promulgada la Ley, el Gobierno deberá promover su ejercicio y 
cumplimiento. Además, se debe tener en cuenta como sustento, un pronunciamiento 
de la Corte Constitucional, en la cual se puntualizó de acuerdo a la sentencia C-490 de 
2011, lo siguiente:

“El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la 
planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un 
requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas (subrayado y 
negrita fuera de texto), cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. Ello 
en tanto (i) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar 
el impacto fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de 
financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una 
interpretación de esta naturaleza constituye una carga irrazonable para el Legislador y 
otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, 
respecto de la competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este 
carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de producción 
normativa, se muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y el 
principio democrático. La exigencia de la norma orgánica, a su vez, presupone que la 
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previsión en cuestión debe contener un mandato imperativo de gasto público.” 
(Resaltado fuera del texto).

Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia C-502 de 2007, en la cual 
establecido que el impacto fiscal de las normas no puede convertirse en óbice y 
barrera para que las corporaciones públicas ejerzan su función legislativa y 
normativa (subrayado y negrita fuera de texto):

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 819 
de 2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso, reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo.

Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una 
forma de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el 
Parlamento.

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la 
función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de 
Hacienda.” (subrayado y negrita fuera de texto).

Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a los miembros del Congreso la 
responsabilidad de estimar y tomar en cuenta el esfuerzo fiscal que el proyecto bajo 
estudio puede implicar para el erario público, es claro que es el Poder Ejecutivo, y al 
interior de aquél, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el que dispone de los 
elementos técnicos necesarios para valorar correctamente ese impacto, y a partir de 
ello, llegado el caso, demostrar a los miembros del órgano legislativo la inviabilidad 
financiera de la propuesta que se estudia.

9. CONFLICTO DE INTERESES.

Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto 
y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que 
describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. 

Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno 
a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el 
Congresista pueda encontrar”. 
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A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 
contempla para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan 
presentar en razón a un conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, 
entre ellas la legislativa.

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así:
(…)

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que 
no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones 
penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente 
vinculado.

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro 
del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes 
circunstancias:

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto 
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando 
el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de los electores
(subrayado y negrita fuera de texto).

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro.

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto 
negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente.

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el 
congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual.

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron 
financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, directo 
y actual para el congresista. El congresista deberá hacer saber por escrito que el 
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artículo o proyecto beneficia a financiadores de su campaña. Dicha manifestación no 
requerirá discusión ni votación.

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades 
referidas al parentesco con los candidatos (...)”. 

De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión 
y aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que pudieran dar lugar 
a un eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Congresistas, pues es 
una iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa 
una situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. 
En suma, se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal “a” 
del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende 
que no hay conflicto de interés. En todo caso, es pertinente aclarar que los conflictos de 
interés son personales y corresponde a cada Congresista evaluarlos.

10. PLIEGO DE MODIFICACIONES.

TEXTO APROBADO EN 
SEGUNDO DEBATE 

SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE CÀMARA

JUSTIFICACIÒN

TÌTULO

“POR MEDIO DE LA CUAL 
SE RECONOCE EL 

PAISAJE CULTURAL 
CAFETERO COLOMBIANO 

COMO PATRIMONIO 
CULTURAL DE LA 

NACIÓN”.

TÌTULO

“POR MEDIO DE LA CUAL 
SE RECONOCE EL 

PAISAJE CULTURAL 
CAFETERO COLOMBIANO 

COMO PATRIMONIO 
CULTURAL DE LA 

NACIÓN”.

Sin modificación.

Artículo 1. Objeto. El objeto 
de la presente Ley es 
reconocer el paisaje cultural
cafetero de Colombia PCCC 
como patrimonio cultural de 
la nación.

Artículo 1. Objeto. El objeto 
de la presente Ley es 
reconocer el paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC 
como patrimonio cultural de 
la nación.

Sin modificación.

Artículo 2°. Declaratoria.
Declárese el paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC 
como patrimonio cultural de 
la nación.

Artículo 2°. Declaratoria.
Declárese el paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC 
como patrimonio cultural de 
la nación.

Sin modificación.

Artículo 3º. Delimitación.
Representa el Paisaje 
Cultural Cafetero los 35 
municipios cafeteros del 
departamento del Huila y las 
áreas ya definidas en los 51 

Artículo 3º. Delimitación.
Representa el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia, los 35 municipios 
cafeteros del departamento 
del Huila y las áreas ya 

Se considera modificar este 
artículo a razón de que el 
propósito primordial de esta 
iniciativa es la de reconocer 
por medio de la declaración 
como patrimonio cultural al 
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municipios de los 
departamentos de Caldas, 
Quindío, Risaralda y Valle del 
Cauca, reconocidos como 
área principal y zona de 
amortiguamiento del PCCC. 

Para el caso de los nuevos 
territorios que se pretendan 
incluir en la declaratoria 
nacional del Paisaje Cultural 
Cafetero de Colombia, el 
gobierno nacional, en 
coordinación con la Comisión 
Intersectorial del Paisaje 
Cultural Cafetero, creada por 
la Ley 1913 de 2018, y de 
acuerdo con los criterios 
definidos por la Unesco en la 
declaración de Patrimonio 
Mundial, precisará los 
nuevos municipios y sus 
respectivas áreas cobijadas 
como patrimonio cultural de 
la Nación de acuerdo con los
estudios técnicos que 
soporten su inclusión al 
Paisaje Cultural Cafetero de 
Colombia.

definidas en los 51 
municipios de los 
departamentos de Caldas, 
Quindío, Risaralda y Valle del 
Cauca, reconocidos como 
área principal y zona de 
amortiguamiento del PCCC. 

Para el caso de los nuevos 
territorios que se pretendan 
incluir en la declaratoria 
nacional del Paisaje Cultural 
Cafetero de Colombia, el 
Gobierno Nacional, en 
coordinación con la Comisión 
Intersectorial del Paisaje 
Cultural Cafetero, creada por 
la Ley 1913 de 2018, y de 
acuerdo con los criterios 
definidos por la Unesco en la 
declaración de Patrimonio 
Mundial, precisará los 
nuevos municipios y sus 
respectivas áreas cobijadas 
como patrimonio cultural de 
la Nación de acuerdo con los 
estudios técnicos que 
soporten su inclusión al 
Paisaje Cultural Cafetero de 
Colombia.

paisaje cultural cafetero
colombiano, para permitir 
realzar la importancia de la 
caficultura y su impacto en 
nuestra cultura, economía, 
turismo y desarrollo social,
además de fortalecer el 
impulso de políticas que 
garanticen la sostenibilidad 
ambiental, económica y 
social de la actividad y de la 
población que depende de 
ella.

Se conserva el inciso que
permite la inclusión de 
nuevos municipios al paisaje 
cultural cafetero colombiano, 
cumpliendo con los criterios 
de la comisión intersectorial 
del paisaje cultural cafetero 
bajo lo establecido en la Ley 
1913 de 2018, y
garantizando la preservación 
de los criterios definidos por 
la Unesco.

Artículo 4°. Manejo y 
seguimiento. Los municipios 
y las áreas de cobertura del 
patrimonio cultural cafetero 
de Colombia, deben velar por 
el cumplimiento de cada uno 
de los criterios definidos por 
la Unesco y realizar el 
seguimiento de ellos, 
actuando en concordancia 
con la protección del 
reconocimiento. Dichas 
actividades deben realizarse 
en coordinación con la 
Comisión Técnica 
Intersectorial del Paisaje 
Cultural Cafetero, definida 
por la Ley 1913 de 2018.

Artículo 4°. Manejo y 
seguimiento. Los municipios 
y las áreas de cobertura del 
patrimonio cultural cafetero 
de Colombia, deben velar por 
el cumplimiento de cada uno 
de los criterios definidos por 
la Unesco y realizar el 
seguimiento de ellos, 
actuando en concordancia 
con la protección del 
reconocimiento. Dichas 
actividades deben realizarse 
en coordinación con la 
Comisión Técnica 
Intersectorial del Paisaje 
Cultural Cafetero, definida 
por la Ley 1913 de 2018.

Sin modificación.

Artículo 5°. Financiación.
La nación, los departamentos 

Artículo 5°. Financiación.
La nación, los departamentos 

Sin modificación.
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y los municipios deberán unir 
esfuerzos y garantizar la 
financiación de programas y 
proyectos que fortalezcan la 
preservación, promoción, 
desarrollo, sostenibilidad 
social, económica y medio 
ambiental del paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC.

y los municipios deberán unir 
esfuerzos y garantizar la 
financiación de programas y 
proyectos que fortalezcan la 
preservación, promoción, 
desarrollo, sostenibilidad 
social, económica y medio 
ambiental del paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC.

Artículo 6°. Vigencia y 
derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas 
las leyes y disposiciones que 
le sean contrarias.

Artículo 6°. Vigencia y 
derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas 
las leyes y disposiciones que 
le sean contrarias.

Sin modificación.

11. PROPOSICIÓN.

En consecuencia, por las razones expuestas y en cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la Ley 5ª de 1992, me permito rendir ponencia positiva y le solicito a la 
Honorable Comisión Sexta de la Cámara de Representantes, dar primer debate al 
Proyecto de Ley No 287 de 2020 Senado – 415 de 2021 Cámara, “POR MEDIO DE 
LA CUAL SE RECONOCE EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO 
COMO PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN”.

Atentamente,

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS
Representante a la Cámara
Ponente
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No 287 DE
2020 SENADO – 415 DE 2021 CÁMARA, “POR MEDIO DE LA CUAL SE

RECONOCE EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO COMO 
PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

Artículo 1. Objeto. El objeto de la presente Ley es reconocer el paisaje cultural 
cafetero de Colombia PCCC como patrimonio cultural de la nación.

Artículo 2°. Declaratoria. Declárese el paisaje cultural cafetero de Colombia PCCC 
como patrimonio cultural de la nación.

Artículo 3º. Delimitación. Representa el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, las 
áreas ya definidas en los 51 municipios de los departamentos de Caldas, Quindío, 
Risaralda y Valle del Cauca, reconocidos como área principal y zona de 
amortiguamiento del PCCC.

Para el caso de los nuevos territorios que se pretendan incluir en la declaratoria 
nacional del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, el gobierno nacional, en 
coordinación con la Comisión Intersectorial del Paisaje Cultural Cafetero, creada por la 
Ley 1913 de 2018, y de acuerdo con los criterios definidos por la Unesco en la 
declaración de Patrimonio Mundial, precisará los nuevos municipios y sus respectivas 
áreas cobijadas como patrimonio cultural de la Nación de acuerdo con los estudios 
técnicos que soporten su inclusión al Paisaje Cultural Cafetero de Colombia.

Artículo 4°. Manejo y seguimiento. Los municipios y las áreas de cobertura del 
patrimonio cultural cafetero de Colombia, deben velar por el cumplimiento de cada uno 
de los criterios definidos por la Unesco y realizar el seguimiento de ellos, actuando en 
concordancia con la protección del reconocimiento. Dichas actividades deben realizarse 
en coordinación con la Comisión Técnica Intersectorial del Paisaje Cultural Cafetero, 
definida por la Ley 1913 de 2018.

Artículo 5°. Financiación. La nación, los departamentos y los municipios deberán unir 
esfuerzos y garantizar la financiación de programas y proyectos que fortalezcan la 
preservación, promoción, desarrollo, sostenibilidad social, económica y medio 
ambiental del paisaje cultural cafetero de Colombia PCCC.
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Artículo 6°. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las leyes y disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS
Representante a la Cámara
Ponente

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

SUSTANCIACIÓN 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  

Bogotá D.C., 06 de mayo de 2022

En la fecha fue recibido el informe de ponencia  para primer debate al Proyecto de 
Ley No. 287 de 2020 Senado – 415 de 2021 Cámara “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE RECONOCE EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO COMO 
PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN”.

 
Dicha  ponencia fue firmada por el Honorable Representante MILTON HUGO 
ANGULO.     

Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 173 / del 06 de mayo de 2022, se solicita 
la publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 

  
DIANA MARCELA MORALES ROJAS 
Secretaria General 
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 116 DE 2021 
CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN PARÁMETROS PARA EL COBRO DE LA 
EXPEDICIÓN DE LAS TARJETAS Y/O MATRICULAS PROFESIONALES.” 

  

I.TRAMITE 

 
El Proyecto de Ley número 116 de 2021, de autoría de los Honorables Representantes Oscar Hernán 
Sánchez León , José Luis Correa López ,Rodrigo Arturo Rojas Lara , Adriana Magali Matiz Vargas , Carlos 
Julio Bonilla Soto , Alejandro Alberto Vega Pérez , Alfredo Rafael Deluque Zuleta , Julio César Triana 
Quintero , Juan Carlos Lozada Vargas , Jairo Humberto Cristo Correa,  fue radicado el 22 de Julio de 2021 
ante la secretaria de la H. Cámara de Representantes. Fue asignado para el inicio de su discusión a la 
Comisión Sexta Constitucional Permanente (artículo 1º de la Ley 3ª de 1992) y  la designación del ponente 
para primer debate correspondiendo a la HR Adriana Gómez Millán.   
 
El contenido de la presente iniciativa ya había sido estudiado mediante Proyecto de Ley que surtió algunos 
trámites en la Cámara de Representantes (radicación el día 20 de Julio de 2020, publicación en la gaceta 
665 de 2020, ponencia para primer debate el 26 de septiembre de 2020 - Comisión sexta; publicación en la 
gaceta 1011 del 28 de septiembre de 2020, enmienda del día 06 de noviembre de 2020; publicación en la 
gaceta del congreso de la república, 1262 del 09 de Noviembre de 2020), sin que estos fueran concluidos y 
por tanto, el PL  fue archivado, de conformidad al Artículo 190 de la Ley 5° de 1992 y en concordancia con 
lo perceptuado en el Art 375 de la Constitución Política. 
 
Fue aprobado en primer debate por la Comisión Sexta Constitucional Permanente en sesión ordinaria el día 
20 de Abril de 2022 según Acta N° 032 de 2022; respectivamente, en cumplimiento del articulo 8° del Acto 
Legislativo 01 de 2003. 
 
Así pues, la Mesa Directiva de la célula legislativa, procedió a realizar la designación del ponente para 
Segundo Debate correspondiendo como ponente a la Honorable Representante Adriana Gomez Millan. 
 

II.CONTEXTO HISTORICO Y OBJETO DEL PROYECTO 
 

Con el Proyecto se pretende establecer los criterios que permitan fijar los costos para la expedición de la 
tarjeta o matrícula profesional, así como la inscripción en el registro profesional correspondiente. 
 
INTRODUCCIÓN  
 
El presente proyecto de Ley tiene como finalidad establecer parámetros claros para que los consejos, 
colegios o juntas de profesionales, previamente constituidas y legalmente habilitadas, puedan fijar las tarifas 
de cobro para los trámites de expedición de las tarjetas y/o matriculas profesionales en nuestro País.  
 

 

Se exponen los fundamentos constitucionales, legales y jurisprudenciales en que se sustenta la restricción a 
los principios de libertad e igualdad en materia laboral, de ciertas profesiones que implican riesgo social o 
potencial daño individual o colectivo, lo que amerita la conveniencia de la acreditación de requisitos de 
idoneidad.   
 
El ámbito de aplicación argumenta la conveniencia del  marco de regulación, aportando para tal caso, cifras 
oficiales del número de egresados por áreas de conocimiento que por su profesión deben tramitar la 
expedición del documento, seguido de la exposición de los diferentes criterios de tasación utilizados por los 
consejos, colegios o juntas de profesionales, que ameritan la necesidad de unificar los parámetros en el cobro 
de las tarjetas o matriculas profesionales.  
 
Finalmente, se presenta un análisis de la naturaleza jurídica de los Consejos Profesionales y se abordan las 
conclusiones generales del proyecto. 
 
 
JUSTIFICACIÓN  
 
Tal como lo menciona la Corte Constitucional, en Sentencia C-078 del 06 de febrero de 2003 [M.P. Clara 
Inés Vargas Hernández], “(…) la determinación del valor de la expedición de la tarjeta debe hacerse de 
conformidad con los términos de la ley, la cual señalará el sistema y el método para definir la recuperación 
de los costos de los servicios que se prestan a los usuarios o la participación de los servicios que se les 
proporcionan y la forma de hacer su reparto, según el art. 338 de la Constitución.”  
 
Por lo tanto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 338 de la Carta dicho valor no puede ser señalado de 
manera discrecional por el [Consejo Profesional] sino conforme a los parámetros que debe establecer la ley, 
que para el caso hacen relación al diseño de una metodología que permita establecer los criterios relevantes 
a partir de los cuales se reconozcan los costos económicos requeridos para la prestación del servicio, y de 
un sistema de medición económica y social de aquellos factores que deben manejarse para repartir en forma 
equitativa esos costos entre los usuarios.” (Subrayado fuera de texto) 
 
Como quiera que no existe en la legislación nacional vigente un criterio general y unificado que determine el 
valor para los trámites de expedición de las tarjetas profesionales, bajo una metodología razonable y 
proporcional, se hace necesario establecer un marco normativo aplicable a todas los consejos, colegios y 
juntas de profesionales que les permitan estandarizar sus valores de cobro.   
 

III.MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIA 
 

El artículo 26 de la Constitución Política, plantea la ponderación del interés jurídico y constitucional en el ejercicio de 
los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad y la libertad de escoger profesión u oficio, pues al 
tenor dispone que:  
   

 

“(…) Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades 
competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no 
exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social. 
 
Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento 
de éstos deberán ser democráticos. 

La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles.” (Subrayado fuera de texto). 
Conforme a esta disposición constitucional, corresponde al Congreso de la Republica regular la exigencia de títulos 
de idoneidad y la expedición de tarjetas profesionales para el ejercicio de una determinada profesión u oficio que 
implique un riesgo social, para lo cual la Corte Constitucional, en Sentencia C-697 del 14 de junio de 2000 [M.P. 
Eduardo Cifuentes Bejarano], se pronunció en los siguientes términos:  
 

“El artículo 26 de la Carta autoriza al legislador para exigir determinados títulos de idoneidad a quienes quieran 
desempeñar actividades que impliquen riesgo social y también, para establecer mecanismos de inspección y 
vigilancia con el fin de evitar que resulten lesionados derechos de terceras personas. Impone al legislador la tarea 
de garantizarle a todas las personas la libertad plena de escoger, en condiciones de igualdad, la profesión u oficio 
que pueda servir para realizar su modelo de vida o para garantizarles un ingreso que les permita satisfacer sus 
necesidades”  

 
La citada norma constitucional, brindó la posibilidad a los profesionales de las carreras legalmente reconocidas en 
el país, de conformar juntas, asociaciones, colegios o consejos de profesionales, a quienes se les delega la 
competencia de expedir las tarjetas de matrícula profesional, cuando el legislador previamente haya exigido un título 
de idoneidad para el ejercicio de la profesión, de velar por el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias 
que regulan el ejercicio de la respectiva profesión y de ejercer las funciones de inspección, vigilancia y sanción 
disciplinaria a que haya lugar, en el marco de un norma sustantiva de ética profesional. 
 
Por otro lado, en virtud del estudio de constitucionalidad del artículo 64 de la Ley 962 de 2005, la Corte Constitucional 
en Sentencia C-230 del 5 de marzo de 2008 [M.P. Rodrigo Escobar Gil], declaró la exequibilidad de la norma acusada, 
la misma que ordenaba la exclusión del Ministerio de Educación Nación, a través de sus delegados de las juntas, 
asociaciones, colegios o consejos profesionales, en el entendido que la aludida cartera ministerial debe propender por 
la cobertura de la oferta educativa, el desarrollo de los programas académicos, el seguimiento de los estándares de 
calidad y el otorgamiento de los título académicos por instituciones educativas legalmente habilitadas, entre otras 
funciones, mientras que las funciones de inspección y vigilancia del ejercicio profesional recae exclusivamente en los 
Consejos Profesionales. 
Con relación al requisito de matrícula profesional, la Corte Constitucional, ha manifestó que el mismo tiene como 
finalidad: “dar fe de la autenticidad de los títulos que se requieren para ejercer ciertas actividades que comprometen 
el interés social y demostrar que fueron expedidos por instituciones aptas para hacerlo; de esta manera, las 
autoridades cumplen con la función de inspeccionar y vigilar el ejercicio de las diferentes carreras técnicas o 
universitarias, lo cual ha sido encomendado por la Constitución, de conformidad con el desarrollo legal pertinente.” 
(Sentencia C-660 del 3 de diciembre de 1997 [M.P. Hernando Herrera Vergara] 
La misma Corporación en Sentencia C-697 del 14 de junio de 2000 [M.P. Eduardo Cifuentes Bejarano], preceptuó 
que: 

 

“La exigencia de títulos de idoneidad y tarjetas profesionales, constituye una excepción al principio de libertad e 
igualdad en materia laboral y, por lo tanto, es necesario demostrar que la formación intelectual y técnica requerida 
es un medio idóneo y proporcional para proteger efectivamente el interés de los asociados. 
 
(…) 
 
Como lo ha señalado reiteradamente esta Corporación, los derechos a escoger y a ejercer una determinada 
profesión u oficio - y, en consecuencia, la libertad de empresa y el mercado laboral -, deben estar dominados por 
los principios de igualdad y de libertad. La igualdad se garantiza cuando todas las personas pueden optar por 
una determinada actividad laboral sin discriminación de ninguna especie. En consecuencia, la intervención del 
legislador debe estar principalmente orientada a remover todos los obstáculos que impidan la igualdad de 
oportunidades y a establecer las condiciones necesarias para que la igualdad pueda ser real y efectiva. (…) 
 
No obstante, el ejercicio de ciertas actividades económicas puede aparejar un grave riesgo social o afectar 
arbitrariamente derechos de terceras personas. En consecuencia, el artículo 26 de la Carta autoriza al legislador 
para exigir determinados títulos de idoneidad a quienes quieran desempeñar actividades que impliquen 
riesgo social y también, para establecer mecanismos de inspección y vigilancia con el fin de evitar que 
resulten lesionados derechos de terceras personas. Adicionalmente, el principio de solidaridad social - que se 
encuentra reconocido, por ejemplo, en la función social de la empresa (C.P. art. 58 y 333) -, permite que la ley 
establezca ciertas cargas especiales a quienes, por desempeñar determinadas actividades económicas o 
profesionales, se encuentran directamente comprometidos en la realización efectiva de los derechos de los demás.  
 
En suma, el artículo 26 de la Carta impone al legislador la tarea de garantizarle a todas las personas la libertad 
plena de escoger, en condiciones de igualdad, la profesión u oficio que pueda servir para realizar su modelo de 
vida o para garantizarles un ingreso que les permita satisfacer sus necesidades. Sin embargo, la ley puede 
establecer requisitos de idoneidad para el ejercicio de ciertas profesiones u oficios, siempre que quede 
claramente demostrado que tal reglamentación es necesaria para minimizar riesgos sociales o para 
proteger derechos de terceras personas.” (Negrillas fuera de texto)  

 
En ese orden de ideas, es constitucionalmente valido imponer restricciones para el ejercicio de una profesión que si 
bien potencialmente puede afectar un conjunto de derechos fundamentales como el derecho a la libertad individual o 
el derecho al trabajo y limitar con ello la posibilidad de acceder al mercado laboral a realizar determinada actividad 
productiva o de ejercer un determinado cargo público, cuando la medida restrictiva tiene como finalidad evitar daños 
sociales o individuales que puedan ocurrir en el ejercicio de la actividad regulada. 
 

IV ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 

En el país existen cerca de 60 profesiones reglamentadas por el Consejo Nacional de Acreditación que requieren para 
su ejercicio de la aprobación de la correspondiente tarjeta profesional, matricula profesional o licencia de 
funcionamiento, según sea el caso, por parte del colegio, consejo, junta o asociación de la respectiva profesión, 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN CÁMARA AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 116 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se establecen parámetros para el cobro de la expedición de las tarjetas y/o matrículas 
profesionales.
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quienes a su vez no cuentan con criterios unificados de tasación de las tarifas de cobro para la expedición del 
correspondiente título de idoneidad, pues mientras a un egresado de la carrera de Derecho se le fija un cobro de 
$50.000 pesos,  los profesionales en arquitectura y carreras deben cancelar una tarifa de $908.526 pesos para la 
expedición de la tarjeta de matrícula profesional. 
  
Las profesiones que requieren para su ejercicio de la expedición de tarjeta o matrícula profesional y la Ley que las 
reglamenta, asi como el costo de la expedición del respectivo requisito de idoneidad, según la página del 
Departamento Administrativo de la Función Pública, son las siguientes: 
 

PROFESIÓN 
DOCUMENTO 
NECESARIO 

LEY QUE LA 
REGLAMENTA 

COSTO DE 
EXPEDICIÓN 

Administración de Empresas 
Tarjeta 
profesional 

Ley 60 de 1981, Ley 20 
de 1988 y Decreto 2718 
de 1984 

 
 
$291.000 

Administración de empresas 
agropecuarias, Administración agrícola 
o Administración agropecuaria. 

Tarjeta 
profesional Ley 398 de 1997 

 
 
$291.000 

Administración en desarrollo 
agroindustrial 

Matrícula 
profesional Ley 605 de 2000 

 
$291.000 

Administración Pública 
Tarjeta 
profesional 

Ley 1006 de 2006 y 
Decreto 221 de 2006 

 
$454.260 

Agronómicas y Forestales (Ingeniería 
Agronómica, Forestal, y Agrícola) 
Agrología y Agronomía. 

Tarjeta 
profesional y 
Matrícula 
profesional Ley 842 de 2003  

 
 
$ 429.000 

Arquitectura y Profesiones auxiliares 

Matrícula de 
tarjeta 
profesional 

Ley 435 de 1998 y 
Decreto 932 de 1998 

 
$908.526 

Bacteriología 

Registro y 
Tarjeta 
profesional Ley 841 de 2003 

 
$151.421 

Bibliotecología 
Matrícula 
profesional 

Ley 11 de 1979, Decreto 
672 de 1981 y Decreto 

 
 

 

Reglamentario 865 de 
1988 

$ 532.000 

Biología 
Matrícula 
profesional 

Ley 22 de 1984 y 
Decreto 2531 de 1986 

 
$681.394 

Contaduría Pública 
Tarjeta 
profesional 

Ley 43 de 1990 (se 
adiciona la Ley 145 de 
1960) y Decreto 1510 de 
1998 

 
 
$341.000 

Derecho 
Tarjeta 
profesional 

Decreto 196 de 1971, 
Ley 583 de 2000 y Ley 
1123 de 2007 

 
$ 50.000 

Diseño Industrial 
Tarjeta 
profesional 

Ley 157 de 1994 y 
Decreto 264 de 1995 

 
$454.260 

Ecología 
Matrícula 
profesional 

Ley 1284 de 2009 y 
Decreto 3861 de 2005 

 
$455.000 

Economía 
Matrícula 
profesional 

Ley 37 de 1990 (modifica 
la Ley 41 de 1969) y 
Decreto 2928 de 1980 

 
$363.408 

Enfermería 

Registro y 
Tarjeta 
profesional 

Ley 266 de 1996 y 
Decreto 825 de 2003 

 
$151.421 

Fisioterapia 

Registro y 
Tarjeta 
profesional Ley 528 de 1999 

 
$151.421 

Fonoaudiología 

Registro y 
Tarjeta 
profesional Ley 376 de 1997 

 
$151.421 

Geografía 
Matrícula 
profesional 

Ley 78 de 1993 y 
Decreto Número 1801 de 
1995 

 
$305.400 

 

Geología 
Matrícula 
profesional 

Ley 9 de 1974 y Decreto 
743 de 1976,  

 
$908.526 

Guía de turismo 
Tarjeta 
profesional 

Ley 300 de 1996 (Art. 
94), Decreto Número 503 
de 1997 y Ley 1558 de 
2012 

 
 
Sin Costo 

Ingeniería y de sus profesiones afines y 
auxiliares (Ingeniería Forestal, 
Agronómica y Agrícola)  

Tarjeta 
profesional Ley 842 de 2003  

 
 
$ 432.000 

Ingeniería de Petróleos 
Tarjeta 
profesional Ley 20 de 1984 

 
$908.526 

Ingeniería de Transporte y Vías 
Matrícula 
profesional Ley 33 de 1989 

 
$ 545.112 

Ingeniería Eléctrica, Mecánica y 
profesiones afines. 

Matrícula 
profesional Ley 51 de 1986 

 
$ 545.112 

Ingeniería naval y profesiones afines 
Matrícula 
profesional Ley 385 de 1997 

 
$ 545.112 

Ingeniería Química 
Matrícula 
profesional Ley 18 de 1976 

 
$368.900 

Ingeniería Pesquera 
Tarjeta 
profesional Ley 28 de 1989 

 
$ 432.000 

Instrumentación Técnico Quirúrgica 

Registro y 
Tarjeta 
profesional 

Ley 6 de 1982 y Decreto 
2435 de 1991 

 
$151.421 

Medicina y Cirugía 

Registro y 
Tarjeta 
profesional  

Ley 14 de 1962, Ley 23 
de 1981, Decreto 1465 
de 1992, Ley 1164 de 
2007 y Decreto 4192 de 
2000 

 
 
 
 
$151.421 

 

Nutrición y Dietética 

Registro y 
Tarjeta 
profesional Ley 73 de 1979 

 
$151.421 

Odontología 

Registro y 
Tarjeta 
profesional Ley 35 de 1989  

 
$151.421 

Optometría 

Registro y 
Tarjeta 
profesional 

Ley 372 de 1997 y 
Decreto 825 de 1954 

 
$151.421 

Psicología 
Tarjeta 
profesional Ley 1090 de 2006 

$454.260 

Profesiones Internacionales y Afines 
(Relaciones Internacionales; Finanzas, 
Gobierno y Relaciones Internacionales; 
Finanzas y Relaciones Internacionales; 
Relaciones Económicas 
Internacionales; Comercio y Finanzas 
Internacionales; Finanzas y Comercio 
Exterior; Comercio Internacional; 
Comercio Exterior; y Administración en 
Negocios Internacionales) 

Matrícula 
profesional 

Ley 556 de 2000, 
Decreto 1147 de 2001 y 
Decreto 717 de 2006 

 
 
 
 
 
N/A 

Química 
Tarjeta 
profesional Ley 53 de 1975 

Tarifa Plena 
$ 908.000 
Tarifa Convenio 
$ 369.000 

Técnico Electricista 
Matrícula 
profesional Ley 19 de 1990 

 
$908.520 

Optometría  

Registro y 
Tarjeta 
profesional 

Ley 1164 de 2007, Ley 
372 de 1997 y Ley 650 
de 2001 

 
$151.421 

Tecnólogo en electricidad, 
electromecánica, electrónica y afines 

Matrícula 
profesional 

Ley 392 de 1997 y 
Decreto 3861 de 2005 

 
$681.394 
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Terapia ocupacional 
Tarjeta 
profesional Ley 949 de 2005 

 
$151.421 

Topografía Licencia 
Ley 70 de 1979 y 
Decreto 690 de 1981 

 
$467.000 

Trabajo Social 
Tarjeta 
profesional Ley 53 de 1977 

 
$151.421 

Medicina Veterinaria, Medicina 
Veterinaria 

Matrícula 
profesional Ley 073 de 1985 

 
$499.700 

 
 
Esta información claramente indica que al no existir un ámbito de aplicación que regule los criterios de tasación de las 
tarifas de cobro para la expedición de las tarjetas o matriculas profesionales, la misma puede variar entre un SMLMV, 
($908.526, para profesiones como Arquitectura, Ingeniería de petróleos y Geología), hasta un valor $0 (guías 
turísticos).  Así mismo, existen otros criterios de tasación como es el caso de las áreas de Administración Publica, 
Diseño Industrial y Psicología para el trámite de expedición de la tarjeta profesional sobre medio salario mínimo 
mensual vigente, es decir la suma de $454.260, en el caos de los Biólogos y Tecnólogos en Electricidad el 75% del 
SMLMV, esto es $681.394, o como ocurre con las Ingenierías de Transporte y Vías, Eléctrica, Mecánica y afines y la 
Ingeniería Naval que parten de 18 SMDLV, o la carrera de Economía que se liquida sobre los 12 SMDLV. 
 
El resto de profesiones manejan criterios tan diversos como difusos, pues en profesiones como la Geografía que tiene 
una tarifa de $305.400,el cual corresponde al 30% del SMLMV, o en otros casos, se aproximan al promedio en salarios 
diarios mensuales vigentes, como ocurre con la profesión de la Administración de Empresas y sus carreras afines, 
que se les fija una tarifa cercana a los $291.000, las cuales se acercan a los 10 SMDLV ($302.840), mientras que en 
el resto de profesiones no se tiene un parámetro que justifique su estimación. 
  
Vale la pena aclarar que en profesiones como la Geología y Economía, se evidenció que sus respectivos Consejos 
Profesionales a través de un acto administrativo motivado, consideraron reducir el valor de las tarifas de todos los 
trámites y servicios con ocasión a la crisis sanitaria, lo que reflejó una reducción del 15% de descuento en el valor de 
sus matrículas, algo similar ocurre en el campo de la Química, donde su Consejo Profesional le brinda a los egresados 
la posibilidad de adquirir la tarjeta profesional con un descuento del 35% al 20% siempre y cuando se acrediten los 
trámites para su expedición en un lapso de 10 a 60 días posteriores a la fecha de expedición del título profesión, 
conservando criterios de tarifa diferencial, basando la tarifa plena en un salario mínimo y a través de convenio y 
descuento, en una tarifa de $ 369.000. 
 
Por último, se pudo constatar que para el trámite de expedición de tarjetas profesionales de las Profesiones 
Internacionales y afines (Relaciones Internacionales; Finanzas, Gobierno y Relaciones Internacionales, Relaciones 
Económicas Internacionales, Comercio y Finanzas Internacionales, Finanzas y Comercio Exterior, Comercio 
Internacional, Comercio Exterior y Administración en Negocios Internacionales, mismas que conforman el ámbito de 

 

competencia del Consejo Nacional de Profesiones Internacionales y afines (CONPIA), regulado por la Ley 556 de 
2000, Decreto 1147 de 2001 y Decreto 717 de 2006, si bien cuentan con el marco legal para la acreditación y 
expedición del requisito de idoneidad, lo cierto es que el proceso se encuentra temporalmente suspendido desde el 
año 2014, debido a la desintegración de todos los miembros que la integran. Por otra parte, con relación a las tarjetas 
profesionales para los guías de turismo, su Consejo Profesional dispuso la exoneración de pago, por lo tanto a la 
fecha su trámite es gratuito y se expide digitalmente. 
 
De acuerdo con las cifras consolidadas por el Ministerio de Educación Nacional a través Sistema Nacional de 
Información de la Educación Superior (SNIES), de la información reportada por las Instituciones de Educación Superior 
(IES), en el país entre los años 2015, 2016, 2017 y 2018, se tiene que en total se han graduado 815.609 profesionales 
de nivel Universitario, así: 
 

 
Fuente: Sistema Nacional de Información-SNIES, Ministerio de Educación Nacional  

 
En el año 2018, 226.508 estudiantes graduados del nivel profesional, corresponden aproximadamente al 47% del total 
de estudiantes egresados de todos los niveles de formación académica, entiéndase los grados de formación 
universitaria, tecnológica, especialización universitaria, especialización tecnológica, especialización técnico 
profesional, maestría y doctorado que para el mismo año fue un total de 482.122 estudiantes. En el nivel profesional 
se graduaron cerca de 19.371 estudiantes del programa de Contaduría Pública, siendo esta profesional la que lidera 
las cifras de egresados en el país, seguido del programa en Administración de Empresas con aproximadamente 
18.509 graduados y la carrera de Derecho se ubica en el tercer lugar con cerca de 17.961 egresados.  El 38.4% de 
los egresados en el país para el año 2018, hacen parte de las áreas de Economía, Administración, Contaduría y 
afines, seguido de las áreas de Ingeniería, Arquitectura y Urbanismo con un 23.1%, las áreas de las Ciencias Sociales 
y Humanas ocupa el tercer lugar con un 16.6%, las áreas de Ciencias de la Educación llega al 9.3% y las áreas de 
Ciencias de la Salud alcanza un 6.6%, el restante 5.9% lo ocupan áreas de las Bellas Artes, Matemáticas y Ciencias 
Naturales, seguida de las áreas de Agronomía, Veterinaria y afines. 
 

 

 
Fuente: Sistema Nacional de Información-SNIES, Ministerio de Educación Nacional (año 2018) 

 
Respecto a las profesiones u ocupaciones que integran el área de la salud, a partir de la entrada en vigencia de la 
Ley 1164 de 2007, se crea el sistema de inscripción de la información del talento humano en salud, el mismo que fue 
definido y regulado por el Ministerio de Salud y Protección Social, a través del Decreto 4192 de 2010 (compilado en 
el Decreto 780 de 2016), se consolida el sistema de información del Registro Único Nacional del Talento Humano en 
Salud (ReTHUS) como un “conjunto de organismos, normas, procesos, procedimientos y aplicativos articulados para 
permitir la recepción, validación, registro, conservación, reporte y publicación de la información del talento humano 
autorizado para ejercer profesiones u ocupaciones de la salud en Colombia”. [Ministerio de Salud y Protección Social 
(2018). “ABECÉ Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud (ReTHUS)”     
 
Se deberán inscribir en el ReTHUS egresados de los niveles técnicos profesionales, tecnólogos y profesionales, así 
como de las ocupaciones auxiliares en área de la salud que se relaciona a continuación: 
 
 

 

 
*[Ministerio de Salud y Protección Social (2018). “ABECÉ Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud 
(ReTHUS)”   

 
Una vez se haya adelantado el procedimiento para la inscripción en el ReTHUS, previsto en el artículo 13 y ss del 
Decreto 4192 de 2010, los Colegios Profesionales de las profesiones u ocupaciones, expedirán al solicitante la Tarjeta 
de Identificación Única Nacional del Talento Humano en Salud, dicho trámite tiene un costo equivalente a los 5 SMDLV 
($146.300). El artículo 24 de la Ley 1164 de 2007, modificado por el artículo 101 del Decreto Ley 2106 de 2019, el 
espíritu de la citada norma busca desmaterializar la expedición de las Tarjetas de Identificación Única del Talento 
Humano en Salud, en el marco de la política de cero papel, pues al tenor dispone: 
 

“Artículo 24. Desmaterialización de la identificación única del Talento Humano en Salud. La identificación del 
talento humano en salud se consultará por medio del Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud 
(Rethus). El cumplimiento de los requisitos para ejercer el nivel técnico profesional, tecnológico, profesión u 
ocupación, se verificará a través del Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud (Rethus), conforme a 
la reglamentación que expida el Ministerio de Salud y Protección Social en un plazo no mayor a seis (6) meses 
contados a partir de la expedición de este decreto ley”. 
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NATURALEZA JURÍDICA DE LOS COLEGIOS Y CONSEJOS PROFESIONALES 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado respecto a la naturaleza jurídica de los Consejos Profesionales creados 
por ley para ejercer la inspección y vigilancia de las profesiones u ocupaciones a su cargo, es así que en Sentencia 
C-230 del 5 de marzo de 2008 [Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil], se indicó lo siguiente: 
 

“(…) de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, puede decirse que los Consejos Profesionales, en general, 
reúnen un conjunto de características que permiten catalogarlos como órganos del nivel central del orden nacional, 
puesto que son creados por el legislador como entidades conformadas por autoridades públicas y particulares, que 
ejercen funciones administrativas y cuyos gastos de funcionamiento se sufragan con recursos públicos.” 
(Subrayado fuera de texto) 

 
El Consejo de Estado, a través de la Sala de Consulta y Servicio Civil, Consulta No.1730 del 4 de mayo de 2006 [C.P. 
Enrique José Arboleda Perdomo] se pronunció sobre el particular en los siguientes términos: 
 

“CONSEJOS PROFESIONALES - Naturaleza jurídica. Los Consejos Profesionales, por regla general, son 
organismos creados por la ley, sin personería jurídica, adscritos a un ministerio, los cuales se conforman con 
autoridades administrativas y personas particulares en representación de quienes ejercen la respectiva profesión, 
y a los que se confieren atribuciones de inspección y vigilancia del ejercicio de las profesiones, pues tanto en la 
vigencia de la Constitución de 1886 y sus reformas, como en la Constitución Política de 1991, el derecho a escoger 
profesión u oficio ha sido consagrado como una libertad para la elección, pero sujeta en su ejercicio a la regulación 
legal y a la inspección y vigilancia de las autoridades. (…) Los mencionados Consejos Profesionales, si bien no 
corresponden a las típicas clasificaciones de los entes públicos que integran los sectores central y descentralizado 
de la administración pública, sí son entes de naturaleza pública, en razón de su creación legal, su integración, sus 
funciones y su financiación, que en algunos casos proviene de recursos del presupuesto nacional, pero que en 
general tiene como fuente el dinero que la ley autoriza recaudar como contraprestación a las actividades que deben 
cumplir.” (Subrayado fuera de texto) 

 
Por otro parte, en virtud de lo previsto en el artículo 26 de la Constitución Política, que establece la posibilidad que las 
profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios con estructura y funcionamiento democráticos, 
cuyas funciones públicas podrán ser determinados por el legislador, aspecto que debe ser interpretado en armonía 
con el artículo 38 de la Constitución Política, el cual “garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las 
distintas actividades que las personas realizan en sociedad”, de tal manera que la Corte Constitucional en Sentencia 
T-470 de 2006 [Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra], se estimó lo siguiente: 
  

“(…) [E]n virtud de que el derecho de asociación tiene como sustrato la libertad de asociarse -tanto en su aspecto 
negativo como positivo- la conformación de las asociaciones no puede estar determinada por la ley. Dentro de las 
asociaciones cuya creación no puede ser de origen legal se encuentran los Colegios profesionales. 
 
(…) 

 

La Corte estimó que la formación de los colegios profesionales, por ser una manifestación del derecho de 
asociación, no podía provenir de un mandato legal. Lo anterior no implicaba que, como la Constitución misma lo 
autoriza, se le atribuyera, por orden de la ley, ciertas funciones públicas a los mencionados colegios”  

 
De las anteriores definiciones se puede colegir que los Consejos Profesionales, son entidades administrativas del 
nivel central que carecen de los atributos de la personalidad jurídica, su composición es mixta y cumplen funciones 
públicas, cuyos gastos de funcionamiento se sufragan en su gran mayoría con recursos propios provenientes del 
cobro por derechos de matrícula, tarjetas, permisos temporales, certificados y constancias que se expidan en el marco 
de sus funciones, los cuales deberán ser tasados de forma equitativa, mientras que los colegios profesionales existen 
en virtud del derecho de asociación, no son de creación legal, aunque por ley se les atribuyan funciones públicas.. 
 
 
NATURALEZA DEL COBRO POR CONCEPTO DE TASAS Y EL METODO TARIFARIO PROPUESTO 
 
Con el propósito de ilustrar el contenido y alcance de la presente iniciativa y estructurar el modelo tarifario acorde con 
las realidades y necesidades en el sector productivo, resulta relevante conocer el pronunciamiento constitucional, 
sobre la naturaleza tributaria del cobro de las tarjetas y/o matriculas profesionales, al respecto advirtió la Corte 
Constitucional, en la sentencia C-074 del 18 de julio de 2018 [Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra] lo 
siguiente: 
 

“152.      En otras ocasiones, la Corte también ha señalado que los costos de matrículas, tarjetas y permisos 
temporales para el ejercicio de profesiones y oficios tienen la naturaleza de tasas. Esto bajo el entendido de que 
son prestaciones exigibles siempre que el interesado decida utilizar el servicio público de registro o matrícula 
profesional o de expedición de la licencia, tarjeta, permiso o certificación habilitante para el ejercicio de las 
profesiones y oficios. 
 
154.      En dicha sentencia, la Corte concluyó que: “la expedición de la tarjeta, que debe ser a costa del interesado, 
necesariamente implica la existencia de un hecho gravable, como es el costo del servicio que presta la Junta de 
Contadores por dicha labor. Por lo tanto, la determinación del valor de la expedición de la tarjeta debe hacerse de 
conformidad con los términos de la ley, la cual señalará el sistema y el método para definir la recuperación de los 
costos de los servicios que se prestan a los usuarios o la participación de los servicios que se les proporcionan y 
la forma de hacer su reparto, según el art. 338 de la Constitución”  

 
Así las cosas, los costos ocasionados por la expedición de matrículas, tarjetas y permisos temporales para el ejercicio 
de profesiones y oficios tienen la naturaleza de tasas, para lo cual, resulta oportuno traer a colación, lo dispuesto en 
el artículo 338 de la Constitución Política, que al tenor dispone que: 
 

“En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales 
podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, 
directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 
 

 

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones 
que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación 
en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma 
de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 
 
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos 
ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de 
iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo”. (Subrayado fuera de texto). 

 
Conforme lo anterior, se desprende del texto constitucional subrayado, que es a través de la ley, ordenanza o acuerdo, 
en que se les permitir a las autoridades fijar las tasas y contribuciones como recuperación de los costos de los servicios 
que presten o como participación en los beneficios que les proporcionen, incluyendo en todo caso el sistema y el 
método para definir tales costos, dicha retribución generalmente es proporcional, pero admite la aplicación de tarifas 
diferenciales. 
 
Por lo tanto, estableció la Corte Constitucional en Sentencia C-495 del 26 de septiembre de 1996 [Magistrado Ponente 
Fabio Morón Díaz], lo siguiente: “resulta constitucional que se transfiera a las autoridades administrativas la fijación 
de las tasas y contribuciones, siempre y cuando concurra previsión legislativa expresa respecto al método y sistema 
para su cálculo”. En otras palabras, es obligación ineludible del legislador fijar los parámetros para la recuperación de 
costos de la entidad y la participación en los beneficios que le representa al contribuyente, la cual “no significa 
necesariamente la expresión aritmética o numérica mediante fórmulas exactas, sino que mediante la ley, ordenanzas 
y acuerdos se recojan también hipótesis normativas”, ni tampoco que se deba llegar al más mínimo detalle. 
 
De otro parte, es acertado fijar los topes tarifarios en UVT, teniendo en cuenta que el artículo 49 de la Ley 1955 de 
2019 estableció que a partir de enero 1 de 2020 “todas las multas, tasas, tarifas, sanciones y estampillas que 
actualmente se encuentran expresadas en términos de salarios mínimos mensuales legales vigentes – SMMLV – 
(caso, por ejemplo, de las multas de tránsito, las sanciones del Código Penal y las tarifas para renovar la matrícula 
mercantil) deberán ser expresadas en UVT”. 
 
Por último, en virtud al amplia margen de configuración del legislador en esta materia, se propone establecer como 
un criterio tarifario, la implementación de los datos que anualmente publica el Sistema Nacional de Información de la 
Educación Superior (SNIES) respecto del número de graduados de programas de educación superior en el país, 
discriminados, entre otros criterios, por programa académico, área de conocimiento y núcleo básico de conocimiento, 
por ende, la propuesta plantea que a partir de la entrada en vigencia de la ley, el SNIES deberá publicar anualmente 
la información correspondiente a los graduados de las profesiones asociadas a colegios y consejos profesionales, 
divididos por quintiles. En el quintil 1 se ubicarán los colegios o consejos profesionales con el menor número de 
graduados y en el quintil 5, los colegios o consejos profesionales con el mayor número de graduados. 
 
De esa forma, los colegios y consejos profesionales que hayan tenido el mayor número de graduados (quintil 5) en el 
año anterior, podrán cobrar hasta seis (6) UVT, teniendo en cuenta que los costos de expedición de la tarjeta o 
matrícula profesional, inscripción en el registro profesional y de vigilancia y control de la profesión se dividirán un 
mayor número de personas; los colegios y consejos profesionales que hayan tenido un número intermedio de 

 

graduados (quintiles 3 y 4), podrán cobrar una tarifa que no supere las ocho (8) UVT; y finalmente, los colegios y 
consejos profesionales que hayan tenido el menor número de graduados (quintil 1 y 2), podrán cobrar hasta diez (10) 
UVT, puesto que los costos de expedición de la tarjeta o matrícula profesional, inscripción en el registro profesional y 
de vigilancia y control de la profesión se dividirán en un menor número de interesados. 
 

V CONCLUSIONES 

Más de la mitad de los jóvenes bachilleres del país, para continuar con su educación superior acuden a los programas 
académicos que ofrecen las Universidades del sector privado, muchos de los cuales no cuenta con los ingresos 
necesarios para sufragar los costos de matrícula, lo que los obliga a acudir a créditos educativos, que según los datos 
arrojados por ICETEX, para la vigencia del año 2018 fueron desembolsados 35.405 nuevos créditos dentro de las dos 
convocatorias realizadas, con un giró recursos cercano a los $244.137 millones, sumado al hecho que una vez 
culminado sus estudios, debe sufragar los gastos correspondientes por derechos de grado para obtener su título 
profesional, aunado al costo adicional derivado del requisito de acreditación para su adecuado ejercicio, lo que se 
deriva en la mayoría de los casos en una barrera de acceso al empleo y oportunidades de trabajo, pues demanda una 
serie de recursos que afectan las finanzas de los nuevos profesionales que pretende ingresar a la oferta de empleo 
que entre otras cosas se evidencia un repunte en la tasa de desempleo juvenil en el país.  
 
Aunado a ello, dado que no existe en el panorama nacional, criterios de tasación que estén estrechamente ligados 
con las necesidades y las dinámicas de la económica actual, que regulen el cobro de la acreditación del requisito de 
idoneidad, de las profesiones u ocupaciones que por disposiciones legal así lo demande, se torna procedente regular 
su régimen de tasación, bajo unos parámetros de proporcionalidad que busquen alivianar las cargas de la comunidad 
estudiantil, que según cifras del Ministerio de Educación se verificó que del total de estudiantes egresados para el año 
2018, 220.842 fueron graduados de Instituciones de Educación Superior del sector Oficial, lo que equivale al 45.8%, 
que contrastado con el número de estudiantes graduados en las Institución de Educación Superior Privadas, que 
corresponde a 261.280 estudiantes, conforman el 56.2%.  
 

VI CONFLICTO DE INTERESES 
 

Dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, por la cual se 
modifica parcialmente la Ley 5 de 1992, se hacen las siguientes consideraciones:  ‘  

Se estima que no genera conflictos de interés, puesto que no genera beneficios particulares, actuales y directos a los 
congresistas, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, conforme a lo dispuesto en la ley.  

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado (2019):  

“…No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del 
que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente 
en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el 
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congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en que 
ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. 
También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción 
alguna…”. 

La Ley 5 de 1992 dispone sobre la materia en el artículo 286, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019:  

“Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.  

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones 
económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que 
se encuentre formalmente vinculado.  

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al 
momento en el que el congresista participa de la decisión.  

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil.” 

Se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite del 
presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 2003 
de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales. 

VII PLIEGO DE MODIFICACIONES 

 

 
ARTICULO APROBADO EN PRIMER 

DEBATE EN CÁMARA DE 
REPRESENTANTES 

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE EN PLENARIA 

 
EXPLICACIÓN Y/O JUSTIFICACIÓN 

Artículo 1. Objeto. Las disposiciones 
previstas en esta Ley tienen por objeto 
establecer los criterios que permitan fijar 
los costos para la expedición de la 
tarjeta o matrícula profesional, así como 
la inscripción en el registro profesional 
correspondiente. 
 
Parágrafo 1. El Registro del Talento 
Humano en Salud – RETHUS, se 
continuará rigiendo por lo dispuesto en 
la Ley 1164 de 2007. 
 

Artículo 1. Objeto. Las disposiciones 
previstas en esta Ley tienen por objeto 
establecer los criterios que permitan fijar 
los costos para la expedición de la 
tarjeta o matrícula profesional, así como 
la inscripción en el registro profesional 
correspondiente. 
 
Parágrafo 1. El Registro del Talento 
Humano en Salud – RETHUS, se 
continuará rigiendo por lo dispuesto en 
la Ley 1164 de 2007. 
 

Sigue igual 

 

Parágrafo 2. La Tarjeta Profesional de 
Abogado se continuará rigiendo por lo 
dispuesto en el Decreto Ley 196 de 
1971, el Decreto 1137 de 1971 y 
demás normas que los adicionen, 
modifiquen o sustituyan. 
 
Parágrafo 3. En los casos que la tarjeta 
profesional se encuentre 
desmaterializada, se entenderá como 
expedición de la tarjeta profesional la 
asignación de un número de 
identificación por parte del consejo y/o 
colegio profesional, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 
2106 de 2019 y las normas que lo 
complementen, modifiquen o 
sustituyan. 
 

Parágrafo 2. La Tarjeta Profesional de 
Abogado se continuará rigiendo por lo 
dispuesto en el Decreto Ley 196 de 
1971, el Decreto 1137 de 1971 y 
demás normas que los adicionen, 
modifiquen o sustituyan. 
 
Parágrafo 3. En los casos que la tarjeta 
profesional se encuentre 
desmaterializada, se entenderá como 
expedición de la tarjeta profesional la 
asignación de un número de 
identificación por parte del consejo y/o 
colegio profesional, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 
2106 de 2019 y las normas que lo 
complementen, modifiquen o 
sustituyan. 
 

Artículo 2. Los colegios y consejos 
profesionales deberán tener en cuenta 
los siguientes parámetros para 
determinar la tarifa correspondiente a la 
expedición de la tarjeta o matrícula 
profesional, así como de su inscripción 
en el registro profesional. Para tal 
efecto, su costo no podrá exceder de: 
 
a. Diez (10) Unidades de Valor 

Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 
para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los 
quintiles 1 y 2. 

b. Ocho (8) Unidades de Valor 
Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 

Artículo 2. Los colegios y consejos 
profesionales deberán tener en cuenta 
los siguientes parámetros para 
determinar la tarifa correspondiente a la 
expedición de la tarjeta o matrícula 
profesional, así como de su inscripción 
en el registro profesional. Para tal 
efecto, su costo no podrá exceder de: 
 
a. Diez (10) Unidades de Valor 

Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 
para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los 
quintiles 1 y 2. 

b. Ocho (8) Unidades de Valor 
Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 

Se modifica la clasificación del 
Sisbén IV, existe en cuatro grupos A, 
B, C, y D, por lo anterior se elimina la 
siguiente frase “se encuentren en los 
niveles 1 y 2 del Sisbén  “ y se 
adición lo siguiente “pertenezcan a 
los grupos A y B del Sisbén, o los 
niveles equivalentes.” 

 

para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los 
quintiles 3 y 4. 

c. Seis (6) Unidades de Valor 
Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 
para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en el quintil 
5. 

 
Cualquier otro servicio adicional que 
presten los colegios o consejos 
profesionales podrá ser cobrado a 
quienes lo soliciten. 
 
Parágrafo 1. El Sistema Nacional de 
Información de la Educación Superior 
(SNIES) deberá publicar anualmente la 
información correspondiente a los 
graduados de las profesiones asociadas 
a colegios y consejos profesionales, 
divididos por quintiles. En el quintil 1 se 
ubicarán los colegios o consejos 
profesionales con el menor número de 
graduados y en el quintil 5, los colegios 
o consejos profesionales con el mayor 
número de graduados. 
 
Parágrafo 2. Los técnicos 
profesionales, tecnólogos y 
profesionales que acrediten ser víctimas 
del conflicto armado en los términos de 
la Ley 1448 de 2011, las madres 
comunitarias, los jóvenes rurales o 
quienes se encuentren en los niveles 1 
y 2 del Sisbén y las personas 
pertenecientes a las comunidades 
NARP, indígenas y Rom no serán 

para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los 
quintiles 3 y 4. 

c. Seis (6) Unidades de Valor 
Tributario (UVT), cuando el número 
de graduados reportado por el 
Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior (SNIES) 
para las profesiones asociadas al 
colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en el quintil 
5. 

 
Cualquier otro servicio adicional que 
presten los colegios o consejos 
profesionales podrá ser cobrado a 
quienes lo soliciten. 
 
Parágrafo 1. El Sistema Nacional de 
Información de la Educación Superior 
(SNIES) deberá publicar anualmente la 
información correspondiente a los 
graduados de las profesiones asociadas 
a colegios y consejos profesionales, 
divididos por quintiles. En el quintil 1 se 
ubicarán los colegios o consejos 
profesionales con el menor número de 
graduados y en el quintil 5, los colegios 
o consejos profesionales con el mayor 
número de graduados. 
 
Parágrafo 2. Los técnicos 
profesionales, tecnólogos y 
profesionales que acrediten ser víctimas 
del conflicto armado en los términos de 
la Ley 1448 de 2011, las madres 
comunitarias, los jóvenes rurales o 
quienes se encuentren en los niveles 1 
y 2 del Sisbén  pertenezcan a los 
grupos A y B del Sisbén, o los niveles 
equivalentes. y las personas 

 

sujetos del cobro por la expedición de 
tarjetas, licencias o matrículas 
profesionales, que por disposición legal 
se requieren para la acreditación de un 
requisito de idoneidad. El gobierno 
nacional reglamentará y definirá la 
forma de acreditar tal condición.  
 

pertenecientes a las comunidades 
NARP, indígenas y Rom no serán 
sujetos del cobro por la expedición de 
tarjetas, licencias o matrículas 
profesionales, que por disposición legal 
se requieren para la acreditación de un 
requisito de idoneidad. El gobierno 
nacional reglamentará y definirá la 
forma de acreditar tal condición.  
 

Artículo 3. Transición. Los colegios y 
consejos profesionales, así como las 
demás entidades que expidan tarjetas, 
licencias o matrículas profesionales, 
que por disposición legal se requieren 
para la acreditación de un requisito de 
idoneidad, contarán con el término de 
un (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la 
presente Ley. 
 

Artículo 3. Transición. Los colegios y 
consejos profesionales, así como las 
demás entidades que expidan tarjetas, 
licencias o matrículas profesionales, 
que por disposición legal se requieren 
para la acreditación de un requisito de 
idoneidad, contarán con el término de 
un (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la 
presente Ley. 
 

Sigue igual 

Artículo 4. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

Artículo 4. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

Sigue igual 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

IV. PROPOSICIÓN 

 
 
 
 

Bajo las consideraciones expuestas, rindo ponencia positiva al al Proyecto de Ley 116 de 2021 Cámara “Por medio 
del cual se establecen parámetros para el cobro de la expedición de las tarjetas y/o matriculas profesionales.” y solicito 
a la Honorable Plenaria de la Cámara de Representantes, DAR SEGUNDO  debate a esta iniciativa. 

 
Cordialmente, 

 

 
 

Representante a la Cámara 
Ponente 
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 116 DE 2021 CÁMARA 
“Por medio del cual se establecen parámetros para el cobro de la expedición de las tarjetas y/o 

matriculas profesionales.” 
 

El Congreso de Colombia 
Decreta: 

 

Artículo 1. Objeto. Las disposiciones previstas en esta Ley tienen por objeto establecer los criterios que permitan fijar 
los costos para la expedición de la tarjeta o matrícula profesional, así como la inscripción en el registro profesional 
correspondiente. 
 
Parágrafo 1. El Registro del Talento Humano en Salud – RETHUS, se continuará rigiendo por lo dispuesto en la Ley 
1164 de 2007. 
 
Parágrafo 2. La Tarjeta Profesional de Abogado se continuará rigiendo por lo dispuesto en el Decreto Ley 196 de 
1971, el Decreto 1137 de 1971 y demás normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan. 
 
Parágrafo 3. En los casos que la tarjeta profesional se encuentre desmaterializada, se entenderá como expedición 
de la tarjeta profesional la asignación de un número de identificación por parte del consejo y/o colegio profesional, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019 y las normas que lo complementen, 
modifiquen o sustituyan. 
 
Artículo 2. Los colegios y consejos profesionales deberán tener en cuenta los siguientes parámetros para determinar 
la tarifa correspondiente a la expedición de la tarjeta o matrícula profesional, así como de su inscripción en el registro 
profesional. Para tal efecto, su costo no podrá exceder de: 
 
a. Diez (10) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados reportado por el Sistema Nacional 

de Información de la Educación Superior (SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional 
que corresponda se ubique en los quintiles 1 y 2. 
 

b. Ocho (8) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados reportado por el Sistema Nacional 
de Información de la Educación Superior (SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional 
que corresponda se ubique en los quintiles 3 y 4. 

 
c. Seis (6) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados reportado por el Sistema Nacional 

de Información de la Educación Superior (SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional 
que corresponda se ubique en el quintil 5. 

 
Cualquier otro servicio adicional que presten los colegios o consejos profesionales podrá ser cobrado a quienes lo 
soliciten. 
 

 

Parágrafo 1. El Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES) deberá publicar anualmente la 
información correspondiente a los graduados de las profesiones asociadas a colegios y consejos profesionales, 
divididos por quintiles. En el quintil 1 se ubicarán los colegios o consejos profesionales con el menor número de 
graduados y en el quintil 5, los colegios o consejos profesionales con el mayor número de graduados. 
 
Parágrafo 2. Los técnicos profesionales, tecnólogos y profesionales que acrediten ser víctimas del conflicto armado 
en los términos de la Ley 1448 de 2011, las madres comunitarias, los jóvenes rurales o quienes pertenezcan a los 
grupos A y B del Sisbén, o los niveles equivalentes  y las personas pertenecientes a las comunidades NARP, indígenas 
y Rom no serán sujetos del cobro por la expedición de tarjetas, licencias o matrículas profesionales, que por 
disposición legal se requieren para la acreditación de un requisito de idoneidad. El gobierno nacional reglamentará y 
definirá la forma de acreditar tal condición.  
 
Artículo 3. Transición. Los colegios y consejos profesionales, así como las demás entidades que expidan tarjetas, 
licencias o matrículas profesionales, que por disposición legal se requieren para la acreditación de un requisito de 
idoneidad, contarán con el término de un (1) año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la presente Ley. 
 
Artículo 4. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las demás disposiciones que 
le sean contrarias. 
 
 
Cordialmente,  
 

 

 
 

Representante a la Cámara 
Ponente 
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN DEL DÍA VEINTE (20) DE  ABRIL DE 2022, AL 
PROYECTO DE LEY No. 116 de 2021 CÁMARA

“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN PARÁMETROS PARA EL 
COBRO DE LA EXPEDICIÓN DE LAS TARJETAS Y/O MATRICULAS 

PROFESIONALES”

El Congreso de Colombia 

Decreta: 

Artículo 1. Objeto. Las disposiciones previstas en esta Ley tienen por objeto 
establecer los criterios que permitan fijar los costos para la expedición de la tarjeta 
o matrícula profesional, así como la inscripción en el registro profesional 
correspondiente. 

Parágrafo 1. El Registro del Talento Humano en Salud – RETHUS, se continuará 
rigiendo por lo dispuesto en la Ley 1164 de 2007. 

Parágrafo 2. La Tarjeta Profesional de Abogado se continuará rigiendo por lo 
dispuesto en el Decreto Ley 196 de 1971, el Decreto 1137 de 1971 y 
demás normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan. 

Parágrafo 3. En los casos que la tarjeta profesional se encuentre desmaterializada, 
se entenderá como expedición de la tarjeta profesional la asignación de un número 
de identificación por parte del consejo y/o colegio profesional, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019 y las normas que lo 
complementen, modifiquen o sustituyan. 

Artículo 2. Los colegios y consejos profesionales deberán tener en cuenta los 
siguientes parámetros para determinar la tarifa correspondiente a la expedición de 
la tarjeta o matrícula profesional, así como de su inscripción en el registro 
profesional. Para tal efecto, su costo no podrá exceder de: 
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a. Diez (10) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados 
reportado por el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior 
(SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los quintiles 1 y 2. 

b. Ocho (8) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados 
reportado por el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior 
(SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en los quintiles 3 y 4. 

c. Seis (6) Unidades de Valor Tributario (UVT), cuando el número de graduados 
reportado por el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior 
(SNIES) para las profesiones asociadas al colegio o consejo profesional que 
corresponda se ubique en el quintil 5. 

Cualquier otro servicio adicional que presten los colegios o consejos profesionales 
podrá ser cobrado a quienes lo soliciten. 

Parágrafo 1. El Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES) 
deberá publicar anualmente la información correspondiente a los graduados de las 
profesiones asociadas a colegios y consejos profesionales, divididos por quintiles. 
En el quintil 1 se ubicarán los colegios o consejos profesionales con el menor 
número de graduados y en el quintil 5, los colegios o consejos profesionales con el 
mayor número de graduados. 

Parágrafo 2. Los técnicos profesionales, tecnólogos y profesionales que acrediten 
ser víctimas del conflicto armado en los términos de la Ley 1448 de 2011, las madres 
comunitarias, los jóvenes rurales o quienes se encuentren en los niveles 1 y 2 del 
Sisbén y las personas pertenecientes a las comunidades NARP, indígenas y Rom 
no serán sujetos del cobro por la expedición de tarjetas, licencias o matrículas 
profesionales, que por disposición legal se requieren para la acreditación de un 
requisito de idoneidad. El gobierno nacional reglamentará y definirá la forma de 
acreditar tal condición.  

Artículo 3. Transición. Los colegios y consejos profesionales, así como las demás 
entidades que expidan tarjetas, licencias o matrículas profesionales, que por 
disposición legal se requieren para la acreditación de un requisito de idoneidad, 
contarán con el término de un (1) año a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Ley. 
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Artículo 4. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

CÁMARA DE REPRESENTANTES. – COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 20 de abril de 2022. – En sesión de la fecha fue aprobado en 
primer debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 116 de 2021 
Cámara “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN PARÁMETROS PARA EL 
COBRO DE LA EXPEDICIÓN DE LAS TARJETAS Y/O MATRICULAS 
PROFESIONALES”, (Acta No. 032 de 2022) previo anuncio de su votación en 
sesión ordinaria del día 06 de abril de 2022 según Acta No. 031 de 2022; 
respectivamente, en cumplimiento del artículo 8º del Acto Legislativo 01 de 2003.

Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo 
debate en la plenaria de la Cámara de Representantes.

RODRIGO ROJAS LARA 
Presidente 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS 
Secretaria General 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

SUSTANCIACIÓN  

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

Bogotá, D.C., 09 de mayo de 2022

Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
pliego de modificaciones,   el texto que se propone para segundo debate y el texto 
aprobado en primer debate del Proyecto de Ley No.  116 de 2021 Cámara  “POR 
MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN PARÁMETROS PARA EL COBRO DE LA 
EXPEDICIÓN DE LAS TARJETAS Y/O MATRICULAS PROFESIONALES”.

La ponencia para segundo debate fue firmada por la Honorable Representante
ADRIANA GÓMEZ MILLÁN.   

Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 181 / 09 de mayo de 2022, se solicita la 
publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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